
Revista de revistas

ESPAÑA

REVISTA DE TRABAJO

Núms. 61 y 62, primer y segundo tri-
mestre de 1981

L. M. CAMPS RUIZ: La huelga como

causa de despido (Una aproximación
al tema después de la sentencia del
Tribunal Constitucional de 7 de abril
de 1981).

Se distinguen cuatro límites: subjeti-
vos, objetivos (huelga política, de soli-
daridad y huelgas novatorias), procedi-
mentales (derivadas del RDLRT y de
convenios colectivos) y funcionales (el
respeto a la libertad de trabajo de los
no huelguistas, la prohibición de ocu-
par el centro de trabajo, el manteni-
miento de los servicios esenciales de la
comunidad y de los necesarios para la
seguridad y la conservación de las per-
sonas y cosas, la prohibición de reali-
zar actos abusivos y otras limitaciones).

FELICIANO MONTERO: La polémica so-

bre el intervencionismo y la primera
legislación obrera en España, 1890-
1900, segunda parte: el debate polí-
tico-parlamentario.

Parece mucho más significativa la
evolución global (en conjunto) de todos
los grupos participantes en la elabora-
ción de las primeras leyes, hacia una
creciente aceptación y ampliación del

intervencionismo y de la legislación so-
cial, que las diferencias de criterio, más
o menos importantes entre dichos gru-
pos.

Los proyectos presentados alternativa-
mente por los Gobiernos conservadores
y liberales son, en gran parte, los mis-
mos. Sin embargo, tanto en los traba-
jos e informes remitidos por la C. R. S.
como en las enmiendas y en los deba-
tes en las Cortes, aparecen diferencias
de criterio, en torno a la política so-
cial adecuada, entre el sector guberna-
mental y el reformista.

NARCISO PAZ CANALEJO: Las cooperati-

vas y las relaciones laborales (un
análisis comparativo entre el ordena-
miento vigente y ¡a proyectada re-
forma legislativa sobre cooperativis-
mo en España).

Uno de los problemas más interesan-
tes que plantea el régimen jurídico de
las sociedades cooperativas, es el de su
relación con el bloque normativo de las
relaciones laborales. En efecto, consti-
tuye un tema importante no sólo por
la profunda carga teórica que su análi-
sis encierra, sino también por el con-
junto de repercusiones prácticas que
comporta cualquier solución que se
ofrezca en este campo.

Se trata, por otra parte, de una pro-
blemática apenas rozada por la doctri-
na laboralista española, no sólo por el
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hecho, ciertamente real entre nosotros,
de la escasa preocupación de dicho es-
tamento científico por el sector coope-
rativo, sino también por la circunstan-
cia de que el único profesor de Derecho
del Trabajo que se ha ocupado en pro-
fundidad lo ha hecho sólo con respecto
al subsector específico de las coopera-
tivas de producción.

JOSÉ TALLÓN GARCÍA: LOS efectos de la

relación jurídico-laboral periodística
sobre la propiedad intelectual.

Se analizan las variantes que justi-
fican el hecho de que esta relación la-
boral se incluya dentro de los contratos
especiales que contempla el Estatuto de
los Trabajadores. Pese a que el legisla-
dor ha fundamentado tal especialidad,
ésta no ha sido objeto de estudio doc-
trinal. La cuestión tiene importancia
evidente por cuanto en ella se plantean
problemas tan decisivos para la vida de
la empresa de prensa como el secreto
profesional o la cláusula de conciencia,
elevados en España —caso insólito— a
rango constitucional.

REVISTA DE FOMENTO SOCIAL
Núm. 146, abril-junio 1982

RAFAEL MARÍA SANZ DE DIEGO: LO nue-

vo de «.Laboren Exercens» (Aporta-
ción de esta enclíclica al pensamiento
social cristiano).

Si pensamos que los documentos so-
ciales de la Iglesia están escritos no
para responder a la pregunta ¿qué debo
hacer?, sino para inquietar a los cre-
yentes sugiriendo esta otra cuestión:
¿cómo debo plantear el problema?, en-
tonces la apelación al hombre de esta
encíclica puede decir algo nuevo a quien

quiera oírla: hay novedades formales
—cada uno escribe y piensa a su ma-
nera— y hay alguna novedad de con-
tenido, o más bien de acentuación. Ló-
gico todo en la obra de un Papa que
viene del Este.

MATÍAS GARCÍA: Conceptos claves de la
«Laborem Exercens».

Se pretende exponer, con la mayor
claridad posible, los principales concep-
tos de esta encíclica, para su adecuada
comprensión. Tras precisar su temática
y enfoque, se analizan ante todo los
conceptos básicos de sujeto y objeto
del trabajo y del mismo trabajo, en su
doble sentido: objetivo y subjetivo. A
continuación se precisa cuál es la con-
cepción que Juan Pablo II tiene del
capital, la técnica y la propiedad.

JAVIER GOROSQUIETA: El capitalismo en

la «.Laborem Exercens».

El capitalismo «rígido» es más bien
un recuerdo histórico. El capitalismo
como sistema mundial es el único exis-
tente. Y éste queda descalificado en
esta encíclica. Es preciso superar sus
enormes injusticias por la vía del re-
formismo y por otra serie de medidas
de naturaleza más radical, por el ca-
mino de constituir al trabajo humano
como sujeto de la economía.

ILDEFONSO CAMACHO: El socialismo en

la «Laborem Exercens».

En el capitalismo y en el colectivismo
el problema es el mismo: que no se
respeta la prioridad del hombre sobre
las cosas materiales, del trabajo subje-
tivo sobre el trabajo objetivo.
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MANUEL BERMÜDO DE LA ROSA: La lu-

cha programada de clases.

El propósito que anima es demostrar
que en la encíclica Laborem Exercens
encontramos un verdadero salto cuali-
tativo en el tratamiento de la lucha de
clases en relación con la anterior doc-
trina social de la Iglesia. Este salto
cualitativo consiste principalmente en
ver en la lucha de clases una situación
estructural más que moral y consiguien-
temente en aplicar remedios estructura-
les como solución del conflicto que im-
plica.

GONZALO HIGUERA: Propiedad privada
y salario justo.

La encíclica Laborem Exercens, en el
aspecto de la remuneración del trabajo,
recuerda las bases para que actualmen-
te se apuren más las posibilidades de
justicia con los principios y realidades
de que disponemos. Pero también abre-
las puertas para el futuro en proceso
evolutivo-revolucionario hacia una nue-
va justicia más limpia. Por eso, la en-
cíclica Laborem Exercens no es sólo
una encíclica de presente apoyada en
las bases más sólidas e inconmovibles
del pasado, sino que también es una
encíclica de futuro entrevisto. Más ver-
daderamente social y comunitario en lo
socioeconómico sin que aún conozca-
mos todos los rasgos precisos que lo
caracterizarán. Ignorancia que no se
hermana de ninguna forma con impo-
sibilidad, sino más bien con invitación
a aprender, a intentar, a experimentar
en línea de la justicia social con el
hombre —racional-social— como cen-
tro y también como principio y como
fin.

VICTORINO ORTEGA: El desempleo en la

«Laborem Exercens».

Sin entrar a dar soluciones técnicas
de política económica o de política de
empleo, que no es competencia de la
Iglesia, en la encíclica se señalan las
siguientes orientaciones: a) Obligación
del subsidio de desempleo, b) Planifica-
ción global de la economía, c) Colabo-
ración internacional mediante tratados
o acuerdos y d) Adecuación del sistema
educativo y el sistema ocupacional.

VICTORINO ORTEGA: LOS sindicatos y la

«.Laborem Exercens^.

Dentro de la doctrina social tradicio-
nal del pensamiento social de la Iglesia,
Juan Pablo II sienta tres principios fun-
damentales sobre los que descansa su
pensamiento social:

a). El derecho de los trabajadores a
asociarse para la defensa de sus inte-
reses vitales.

b) Los sindicatos no deben trans-
formarse en .un «egoísmo» de grupo o
de clase.

c) El cometido de los sindicatos no
es «hacer política».

JUAN MARTÍN DE NICOLÁS: Tecnología y

trabajo humano.

El tema de lá tecnología y su impac-
to sobre el trabajo humano se afronta
en la encíclica Laborem Exercens en
su número 5, y su comentario se cen-
tra en tres afirmaciones capitales: 1) La
técnica pone la base para plantear de
manera nueva el problema del trabajo.
2) La técnica se ha convertido históri-
camente en una causa de profundas
transformaciones de la civilización; y
3) Al mismo tiempo han surgido y con-
tinuarán surgiendo los interrogantes
esenciales que se refieren al trabajo hu-
mano en relación con el sujeto que es
precisamente el hombre.
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JESÚS ITURRIOZ: Espiritualidad del tra-

bajo.

Analiza la encíclica Laborem Exer-
cens en este punto y afirma que la del

trabajo —sea de creación, sea de reden-
ción— es una espiritualidad mística de
acción, de contemplación de gozo.

Julián Carrasco Belinchón

ALEMANIA

RECHT DER ARBEIT
Noviembre-diciembre 1981

Se abre la sección doctrinal de este
número con el artículo de Gerhard
Schnorr sobre las Líneas de tendencia
de la Comunidad Económica Europea
en materia laboral. El punto de partida
es el examen de algunos de los precep-
tos fundamentales en la materia del
Tratado de Roma: artículo 117 (mejo-
ra de las condiciones de vida y trabajo
y, a través de ello, posibilitar su igua-
lación en el sentido progresivo), norma
que contiene un mandato elástico para
poder desarrollar una política social co-
mún, obligando a los organismos co-
munitarios en el nivel de sus competen-
cias a elaborar una legislación laboral
a nivel de la Comunidad cuando el
desarrollo económico del Mercado Co-
mún produzca perjuicios sobre la situa-
ción social de los trabajadores; artícu-
lo 100 (posibilidad de aprobación de
directivas cuando las diferencias de ni-
vel de las diferentes legislaciones inter-
nas de los Estados miembros perjudica
el funcionamiento económico del Mer-
cado Común); artículo 235, por último,
(posibilidad de aprobación de directivas
o de Reglamentos cuando la estabilidad
o el progreso sociales, tal y como apa-
recen definidos en el artículo 117, pue-
dan resultar perjudicados). Desde la
aprobación del programa de acción so-
cial de 1974, la práctica de los órganos
comunitarios se sitúa en el sentido de

una amplia interpretación y generosa
aplicación de los artículos citados. No
obstante, la aplicación de tales precep-
tos no se puede medir con puros mó-
dulos jurídicos, dada la concentración
de las líneas principales de la política
social en la Conferencia de jefes de Es-
tado y de Gobierno y dada también la
doble función del Consejo de Ministros
de la Comunidad, como órgano comu-
nitario y como conferencia de repre-
sentantes de los Gobiernos nacionales.
En tal aplicación hay que ver con fre-
cuencia corrientes no siempre coinciden-
tes y compromisos entre posiciones di-
ferenciadas. Por otra parte, la necesidad
de una toma en consideración de los
intereses comunitarios ha impedido has-
ta ahora la elaboración de un concep-
to unitario de política social a nivel
comunitario. Únicamente en el caso de
la protección técnica del trabajo y en
el de la proyectada acción de la repre-
sentación de los trabajadores en el te-
rreno de la reforma del Derecho de
sociedades, puede observarse una cierta
unidad de concepto a ese nivel común.

Posibilidades y límites de una legis-
lación federal sobre contrato de trabajo
temporal en la enseñanza superior es
la contribución de Peter J. Tettinger, en
la que trata de fijar las competencias
respectivas de los órganos federales y
de los órganos de los Lándern en una
materia en la que, de acuerdo con la
normativa vigente en la República Fe-
deral de Alemania, se da una competen-
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cia normativa concurrente. Un detenido
examen de los preceptos constituciona-
les y de las normas ordinarias de des-
arrollo llevan al autor a afirmar la
competencia de los órganos federales
para regular la limitación temporal de
los contratos de trabajo concertados en
el ámbito de la enseñanza superior.

Eberhard Jung analiza el tema de La
continuidad de la eficacia de las normas
colectivas (convenios colectivos y acuer-
dos de empresa) en el caso de cambio
de titular de la empresa. Se parte de
tres casos concretos de transmisión de
empresa o de parte de ella (siendo el
artículo una transcripción de uno de los
ejercicios realizados en el curso de la
Habilitación del autor) y se busca un
concepto central que permita fundamen-
tar el razonamiento: este concepto es el
de identidad de la empresa. Si la es-
tructura organizativa y el objetivo téc-
nico-laboral de la empresa se mantie-
nen, el cambio de titular no le hace
perder tal identidad; por el contrario,
si esa estructura y ese objetivo se mo-
difican (a través de fusiones, escisiones,
separación de partes de la empresa u
otros medios de racionalización o sa-
neamiento), la identidad se pierde. En
el primer caso, rigen tras el cambio los
acuerdos de empresa y los convenios
colectivos de empresa; los convenios de
rama, solamente si el nuevo titular per-
tenece a la asociación empresarial fir-
mante. En el segundo caso, es de apli-
cación el artículo 613 a) del Código civil,
recientemente puesto en vigor, que pres-
cribe la subrogación del nuevo titular
en los derechos y obligaciones del an-
terior frente a la totalidad de los con-
tratos de trabajo afectados. Como con-
clusión, el autor denuncia la falta en
el ordenamiento alemán de una regla
que resuelva unitariamente el problema
de la continuidad de la aplicación de
las normas colectivas en los casos con-
templados, ya que el mencionado ar-

tículo 613 a) se aplica sólo a parte de
los supuestos.

Un tema muy actual, aunque de im-
portancia limitada, es el estudiado por
Hartmut Báhringer: Facultades del Con-
sejo de empresa en el caso de implanta-
ción de puestos de trabajo con pantalla.
Tema que se encuadra en el fenómeno
de racionalización del trabajo burocrá-
tico y de oficina: para 1990 se prevé
que el 10 por 100 de los empleados de
la República Federal de Alemania tra-
bajarán con pantalla. Tras ofrecer una
definición operativa del puesto de tra-
bajo de este tipo, se investigan, a tra-
vés del articulado de la Ley de Repre-
sentación y Participación de los Traba-
jadores en la Empresa, las posibles
facultades del órgano representativo de
los trabajadores: información previa a
la instalación de estos puestos de tra-
bajo, consultas sobre su instalación,
jornada de trabajo, entorno; las fa-
cultades de cogestión, sin embargo, pa-
recen encontrarse limitadas en rela-
ción con esta materia.

Günther Schaub escribe sobre Cues-
tiones actuales del Derecho de protec-
ción frente al despido, especialmente del
despido por causas de la empresa. En
una primera parte de su artículo se re-
sume y comenta lo esencial de la si-
tuación legal vigente en materia de
despido, de acuerdo con la Ley de Pro-
tección frente al despido de 1951, re-
formada én 1969: el despido puede
fundarse en causas personales, de con-
ducta y empresariales; en este último
se reconoce implícitamente la preceden-
cia de los intereses de la empresa sobre
los del trabajador al decidir sobre la
continuidad del puesto de trabajo. La
segunda parte del trabajo se dedica a
algunas de las cuestiones suscitadas por
este último tipo de despido. La Ley
establece que tal despido se considera
justificado cuando lo exigen necesida-
des urgentes de la empresa, que no per-
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miten la continuidad del empleo del
trabajador en la misma. Con abundante
apoyo en la doctrina jurisprudencial, el
autor analiza temas como el concepto
de necesidad urgente (entendido como
un concepto jurídico indeterminado), las
posibilidades de revisión jurisdiccional
de la decisión empresarial, la concep-
ción del despido como ultima ratio ante
la necesidad surgida en la organización
empresarial, necesidad de tener en cuen-
ta los intereses de ambas partes, prueba
a cargo del empresario de la situación
de necesidad; una atención especial se
dedica, por último, a la exigencia legal
de que el empresario no puede selec-
cionar los trabajadores despedidos sin
observar criterios sociales; también aquí
se hace abundante uso de la doctrina
del Tribunal Federal de Trabajo en ma-
terias como las siguientes: a diferencia
de lo que ocurre en los despidos por
causas personales o de conducta del
trabajador, en éste se da un segundo
nivel de exigencia para considerarlo
justificado; criterios legítimos para lle-
var a cabo la selección de los trabaja-
dores que van a ser despedidos son,
entre otros, la edad, la antigüedad en
la empresa, el número de trabajadores
de la empresa, cargas familiares del
trabajador, situación económica, estado
de salud; un último punto examinado
es el de si el rendimiento del trabaja-
dor puede utilizarse como criterio de
selección a efectos de este tipo de des-
pido.

Cierra la sección doctrinal un breve
trabajo de Stefan Schlosshauer Selbach:
Remisiones dinámicas en contratos de
Derecho privado, comentario a una sen-
tencia del Tribunal de Trabajo del
Land de Baviera de diciembre de 1979.
Por remisión dinámica se entiende aque-
lla que se realiza a una norma jurídica
«en su redacción vigente»: los sucesi-
vos cambios normativos plantean el
problema de saber si la norma debe

aplicarse en la redacción vigente en el
momento de preverse la remisión o en
el momento de aplicarla efectivamente.
Si el problema ha sido estudiado y
resuelto por la doctrina respecto de las
remisiones realizadas por normas jurí-
dicas, no sucede lo mismo con las lle-
vadas a cabo en contratos privados. Es
precisamente el caso resuelto por el
Tribunal anteriormente mencionado (cu-
ya sentencia es firme, al no haberse
presentado recurso de revisión ante el
Tribunal Federal de Trabajo) en el caso
del derecho a una paga extra en el
curso de una relación laboral de for-
mación de un año de duración; la de-
cisión aplica el principio de la remisión
dinámica contenida en el contrato sus-
crito por las partes.

De la sección informativa de la revis-
ta pueden destacarse algunos apartados
de mayor interés. Comienzo de los tra-
bajos de la Comisión de expertos nom-
brada por el Gobierno para estudiar la
situación actual del sistema del Seguro
de Vejez y proponer las reformas que
se crean convenientes. Terminación de
una parte de los trabajos de la Comi-
sión de expertos nombrada por el mi-
nistro de Trabajo para informar sobre
la situación y la política del mercado
de trabajo. Informe de la Comisión de
Trabajo y Ordenación Social sobre ac-
cidentes de trabajo y enfermedades pro-
fesionales en la República Federal du-
rante los años 1978 y 1979. Divergen-
cias de criterio en las estadísticas de
paro de los países de la Comunidad
Económica Europea. Ineficacia de las
medidas de limitación de precios y sa-
larios en Estados Unidos a efectos de
contención de la inflación.

Enero-febrero 1982

La totalidad de la parte doctrinal de
esta entrega se dedica a estudios sobre
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las relaciones entre Derecho y deporte,
especialmente desde el punto de vista
de las relaciones laborales.

El primer artículo es el de Herbert
Buchner: Relaciones jurídicas en el fút-
bol de competición alemán. El punto
de partida es la existencia de la llama-
da relación jurídica triangular entre la
Federación Alemana de Fútbol, los
clubs y los jugadores profesionales.
Entre los dos primeros existe un con-
trato de licencia, mediante el cual el
segundo queda autorizado para partici-
par en la liga. Entre la Federación y
el jugador existe otro contrato de licen-
cia, sin la cual éste no puede ser em-
pleado en partidos de la liga. Por úl-
timo, entre el club y el jugador se da
un contrato de trabajo. El artículo,
largo y detallado, se dedica especial-
mente a estudiar la relación entre la
Federación y el club y entre éste y el
jugador, deteniéndose finalmente en los
efectos que la especial relación entre
Federación y club puede tener en
el contrato de trabajo del jugador.
Por lo que se refiere a la relación en-
tre el club y el futbolista, insiste so-
bre su indiscutible naturaleza jurídi-
co-laboral, al concurrir todas las ca-
racteriscticas esenciales de la misma. En
cuanto a los efectos de configuración
del contrato de trabajo por parte de la
Federación, a través de la directa rela-
ción que se establece entre esta última
y el jugador, se abordan sucesivamente
varios puntos. El primero, la naturale-
za de la relación que se establece entre
la Federación y el jugador, a través del
denominado contrato de licencia, con
los correspondientes derechos y obliga-
ciones sobre cada una de las partes, in-
cluidos los efectos de la concesión y la
retirada de la licencia. En segundo lu-
gar, los efectos que sobre la relación
laboral del jugador tienen las vicisitu-
des de aquella primera relación: auto-
rización para jugar en un determinado

club, concesión y retirada de la licen-
cia federativa. Por último, las garantías
jurídico-laborales del lado del jugador
frente a determinados efectos surgidos
de su especial relación con la Federa-
ción: competencias de la jurisdicción
federativa frente a la jurisdicción labo-
ral, conjunción de la Federación y del
club frente al jugador en determinados
momentos, traspasos a otro club, con-
secuencias para su relación con el club
de la concesión y retirada de la licencia
federativa. En resumen, una completa
panorámica de esta compleja situación
en la que no todos los problemas se
hallan todavía suficientemente debatidos
y aclarados.

Ulrich Meyer-Cording escribe sobre
un tema que, a grandes rasgos, coinci-
de con el anterior, aunque su trata-
miento es bastante más reducido, dedi-
cándose a analizar sólo una selección
de los problemas que considera funda-
mentales: El contrato de trabajo de
los jugadores profesionales de fútbol.
Su punto de partida es también el hecho
de la existencia de esa denominada re-
lación triangular entre Federación, club
y futbolista profesional. Encuadrada la
relación entre estos dos últimos dentro
del campo laboral sin más problema, al
reunir todos los datos esenciales del
contrato de • trabajo estudia la relación
entre la Federación y el jugador, naci-
da del contrato de licencia, que coloca
a la Federación en una posición jurídi-
ca tal que lo convierte en segundo
empresario, frente al cual se debe pro-
porcionar igualmente protección jurídi-
ca. Aspectos concretos que merecen la
atención del autor son, entre otros, los
efectos de la prohibición del ejercicio
de la actividad del jugador por retirada
de la licencia como sanción; la actua-
ción de la «jurisdicción deportiva» de
la Federación, que ha tendido a elimi-
nar la competencia de los Tribunales
de Trabajo; la aplicación de los pre-
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ceptos de la Ley de Protección frente
al despido cuando la decisión de la re-
tirada de la licencia lleva consigo la
extinción del contrato de trabajo entre
jugador y club.

Precisamente uno de estos temas que
en los artículos anteriores han sido es-
tudiados al paso y entre otros muchos,
es en el siguiente el objeto principal de
atención: Sobre la protección jurídica
de los jugadores y de los clubs a través
de Tribunales públicos frente a la lla-
mada jurisdicción deportiva de la Fe-
deración Alemana de Fútbol, debido a
Max Vollkommer. Es un detenido in-
forme sobre un problema —dicho sea
de paso, también planteado en el De-
recho español—, de intento ilegal de
eliminación de la competencia de los
Tribunales de Trabajo a través de la
creación de esa denominada «jurisdic-
ción deportiva» para conocer de con-
flictos surgidos de la relación de traba-
jo en la que el futbolista profesional es
sujeto. Una introducción sitúa en sus
justos términos el problema de conocer
hasta qué punto la jurisdicción de traba-
jo puede realizar una protección de los
intereses encuadrados en este contrato
de trabajo contra las decisiones emana-
das de los órganos de la Federación. Se
traza luego un completo panorama de
la organización y procedimiento de la
jurisdicción deportiva de la Federación,
regulados hoy esencialmente en sus pro-
pios Estatutos. Las funciones de esos
órganos son esencialmente de natura-
leza disciplinaria, de solución de con-
flictos y de control administrativo; los
órganos, los denominados Tribunales
deportivos y el Tribunal Federal. Estu-
dia seguidamente las relaciones entre la
jurisdicción de la Federación, así des-
crita, y el sistema de* protección gene-
ral a través de los Tribunales laborales,
especialmente en todos aquellos casos
en los que los Estatutos federativos ex-
cluyen el recurso a la vía jurisdiccional

general: casos de denegación de licen-
cias, de retiradas de licencias, de san-
ciones federativas. La conclusión del
autor es claramente favorable al man-
tenimiento de la protección por parte
de los Tribunales de Trabajo, cuya com-
petencia, de acuerdo con el Derecho vi-
gente, es bastante amplia; el intento de
la Federación de sustituir la vía juris-
diccional normal por medio de contra-
tos de arbitraje privado, también debe
fracasar.

Wolfgang Gitter y Wolfgang Schwarz
abordan en Deporte y Seguridad Social
un tema mucho más amplio, intentando
analizar la totalidad de las relaciones
que se producen en aquel sector del or-
denamiento con relación a la actividad
deportiva. El primer caso estudiado es
el del deportista profesional, especial-
mente el del futbolista, sin duda el más
numeroso en la República Federal y en
otros muchos países; es posiblemente
también el supuesto que plantea menos
problemas, al tratarse de un trabajador
por cuenta ajena, cuya inserción en el
sistema de la Seguridad Social se apro-
xima en muchos aspectos al resto de
los trabajadores subordinados; los auto-
res estudian la posición del jugador en
relación con el Seguro de Enfermedad,
Seguro de Accidentes, Seguro de Rentas
y Seguro de Desempleo. El segundo
grupo estudiado es el de los deportis-
tas independientes, para los que no
existe en el Derecho alemán ninguna
previsión legal expresa; dada la necesi-
dad de la protección, parte de la doctri-
na ha intentado la aplicación extensi-
va de la norma que incluye a las perso-
nas que ejercen actividades artísticas.
Los restantes grupos estudiados son los
del ejercicio del deporte en relación con
una actividad profesional incluida den-
tro del campo de aplicación de la Se-
guridad Social, el del deporte realiza-
do por un trabajador afiliado por acti-
vidad distinta en su tiempo libre y, por

286



REVISTA DE REVISTAS

último, el denominado «ejercicio media-
to» del deporte, esto es, el de aquellas
personas que no realizan propiamente
una actividad deportiva activa, sino que
promueven o hacen posible la activi-
dad deportiva de otros (caso de los en-
señantes, de los entrenadores).

En el último artículo de este número,
Ingo Koller escribe sobre Las relacio-
nes jurídicas entre las organizaciones
deportivas y los espectadores, tema que
desborda ya del estricto marco del De-
recho del Trabajo y de la Seguridad So-
cial. La relación básica entre las pri-
meras y los segundos ha sido ya inclui-
da por la doctrina y la jurisprudencia
alemanas en el marco del contrato de
obra, de forma similar al caso cercano
de la representación teatral. Dos blo-
ques principales de problemas se abor-
dan: en primer lugar, el conjunto de
obligaciones de la organización depor-
tiva frente al espectador, referidas tanto
al lugar mismo donde el acontecimien-
to deportivo se lleva a cabo, como al
hecho deportivo en particular para el
que el espectador ha adquirido y abo-
nado la correspondiente entrada; el aná-
lisis de estas obligaciones lleva a con-
cluir que se está en presencia de un
contrato no incluible en ninguno de los
tipos contractuales codificados, contra-
to sui generis o atípico, con elementos
del arrendamiento y del contrato de
obra. En segundo lugar, se abordan las
consecuencias jurídicas del caso de in-
terrupción de la prestación a que la or-
ganización se ha comprometido, espe-
cialmente la devolución del precio de la
entrada y la posible indemnización de

daños y perjuicios. A ello se añade el
estudio jurídico de algunos casos par-
ticulares: prestación insuficiente de los
deportistas, especialmente si ha existi-
do responsabilidad de la entidad orga-
nizadora; ubicación del espectador en
una localidad en la que la contempla-
ción del acontecimiento deportivo no
haya sido buena, con la consiguiente
devolución o reducción del precio de la
entrada; lesiones del espectador duran-
te el espectáculo.

En la sección informativa se recoge
básicamente material complementario a
las colaboraciones doctrinales referen-
ciadas. En primer término y en relación
con los artículos relacionados con el
fútbol profesional, se incluyen los tex-
tos completos de los Estatutos de la
Federación Alemana de Fútbol y de los
Estatutos de los jugadores profesionales
de fútbol. Las recensiones bibliográficas
se refieren a dos obras relacionadas
también con el deporte, una sobre la
relación triangular en el fútbol y otra
sobre la redención de la indemnización
en el deporte remunerado, especialmen-
te en el caso de traspaso de futbolistas.
En la sección de jurisprudencia, se des-
taca una sentencia del Tribunal Federal
de Trabajo de 9 de julio de 1981, en la
que se declara la ilicitud de la condi-
ción resolutoria incluida en el contra-
to de trabajo de un futbolista para el
caso de que el club contratante perdie-
ra la licencia de la Federación por cri-
sis económica.

Fermín Rodríguez-Sañudo
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FRANCIA

DROIT SOCIAL

Núms. 9-10 septiembre-octubre 1980
Número especial: Los contratos de tra-
bajo de duración determinada

JEAN-JACQUES DUPEYROUX: Le droií du

travail, la crise, les contrats de tra-
váil á durée déterminée.

La Ley de 3-1-1979 sobre contratos
de duración determinada es inseparable
del contexto en que surge: una fuerte
tasa de desempleo y agravación de la
persistente crisis económica; como res-
puesta a esa situación aparece un con-
junto normativo construido alrededor
de dos principios axiales, a saber, con-
tribuir por todos los medios posibles
a mantener los puestos de trabajo exis-
tentes y buscar cauces redistributivos
del volumen global de empleo.

Así, con el fin de apuntalar los pues-
tos de trabajo existentes se dictaron nor-
mas tendentes a obstaculizar los des-
pidos por causas económicas además
de otras para el fomento del empleo,
entre las que se sitúa ésta referente a
los contratos de duración determinada
o las normas otorgando beneficios fis-
cales o reducciones en las «cargas so-
ciales» a fin de incentivar la generación
de nuevos empleos. También se han
adoptado medidas (restricciones para
los inmigrantes, alargamiento de los pe-
ríodos de excedencia o descanso por
maternidad, jubilaciones anticipadas, et-
cétera) cuyo estudio global ofrece la
conclusión de que se trata de conser-
var durante todo el tiempo posible el
bien económico (stricto sensu, dada su
escasez) que supone un puesto de tra-
bajo especialmente pensado para el

prototipo de ciudadano medio (varón y
en la plenitud de su vida) al tiempo que
la «economía subterránea» amplía su
campo de acción.

Es por ello que si el principio de es-
tabilidad en el empleo sufre una nueva
e importante quiebra con la permisión
(cuando no promoción) de la contrata-
ción temporal sea arriesgado afirmar
que- se trata de un paso atrás en el De-
recho del Trabajo, pues, en tiempos de
crisis no es sencillo determinar lo que
sea más favorable para el trabajador;
además, la existencia de esa contrata-
ción con anterioridad a la Ley era ya
un hecho, con el inconveniente adicio-
nal de que rio poseía una regulación
clara.

Por otro lado, resulta parcial la pos-
tura que sostiene el carácter regresivo
de la nueva normativa respecto de la
jurisprudencia; primero, porque la su-
puesta progresividad de ésta sólo fue
cierta en contadas ocasiones y, segundo,
porque en algunos aspectos el texto le-
gal la aventaja. En cualquier caso, se
regula una realidad preexistente y se
dan pautas seguras al tiempo que, so-
bre todo, se permite la ocupación de
unos sujetos que no la habrían conse-
guido si sus empresarios sólo hubieran
contado para ello con el contrato de du-
ración indefinida.

GÉRARD LYON-CAEN: Plasticité du capi-
tal et nouvelles formes tfemploi.

Frente a la tradicional, aparece en
los últimos tiempos una nueva forma de
organización económica, pues la multi-
nacionalización del capital y el princi-
pio de libre circulación permiten la im-
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plantación y transferencia de los pues-
tos de trabajo allí donde resulte más
ventajoso; las empresas subcontratan
una parte importante de su actividad a
otras menores (frecuentemente ilegales)
cuya propia existencia depende de las
primeras; se instrumentaliza la legisla-
ción mercantil de modo tal que se suce-
dan los cambios (en ocasiones aparen-
tes) en la titularidad de la empresa,
«preparando la insolvencia» del emplea-
dor u ocultando las conexiones entre
empresas.

Al tiempo, el «nuevo mercado de tra-
bajo» le gana terreno ai anterior y tra-
diconal, eclipsando las «nuevas» formas
jurídicas a las antiguas bien que las pri-
meras no sean, en el fondo, sino resu-
rrección de modalidades decimonónicas
y liberalistas que benefician no tanto
al pequeño como al gran empresario.
La nueva política de empleo y de rela-
ciones laborales precisaba de una justi-
ficación, de una «ideología»: ese es el
papel asumido por el continuo aumen-
to del paro, pues en un razonamiento
encadenado se «demostraba» que si
hay tantos parados es porque las em-
presas han debido despedir, lo cual se
debería a una disminución de los bene-
ficios y, a su vez ésta, a un coste exce-
sivo de la mano de obra motivada por
las excesivas «cargas sociales», las cua-
les, en resumen, debieran ser disminui-
das, objetivo último de la nueva políti-
ca económica tendente a permitir la
rentabilidad, la racionalización y la res-
tructuración de los costes salariales.
• Con tal panorama de fondo se habla
de «la movilidad» (obviando la peyora-
tiva expresión de «precariedad») en con-
traposición a la estabilidad, pero sin
que llegue a aparecer una legislación
específica que tenga en cuenta las ac-
tividades desenvueltas ya por un mis-
mo sujeto: no se ha institucionalizado
tal fenómeno, habiéndose abandonado
la estabilidad en el empleo a cambio

de nada. Desde una perspectiva jurídica
se muestra cómo aparece una nueva po-
lítica de empleo que permite al empre-
sario obtener abierta y lícitamente un
status desde el cual determinar la extin-
ción de los contratos sin necesidad de
abonar indemnización alguna por des-
pido (contratos de duración determina-
da, en prácticas, para la formación, sub-
contratas, etc.) y se subrayan también
los supuestos en que el empresario no
aparece como, tal y1 se "oculta a través
de interposiciones (grupos de empresas
meramente tácticos, sociedades de acti-
vidades temporales, etc.).

GÉRARD VANDERPOTTE: Contrats de tra-

vail á durée déterminée et évolution
des indicateurs du marché de travail.

En primer lugar se constata cómo a
partir de 1974 no sólo se ha reducido
la oferta global de empleo canalizada
por los servicios públicos de coloca-
ción, sino que dentro de ella se ha
producido una importante disminución
proporcional de los correspondientes ' a
contratos de trabajo a tiempo completo
y de duración indefinida, en beneficio
de otras modalidades; las solicitudes de
colocación siguen justamente la direc-
ción contraria, con aumento fundamen-
talmente referido a la modalidad de
contratación que más escasea.

Sobre el impacto que esos contratos
de duración determinada posean sobre
los sujetos en situación de desempleo
y que la abandonaron posteriormente,
se aportan cifras porcentuales (aunque
a partir de muestras no demasiado sig-
nificativas) a través de cuyo análisis se
evidencia la importancia cuantitativa de
tal contratación como medio de permi-
tir al trabajador abandonar su condi-
ción de desempleado.

Pero, al margen de esa vía de re-cólo-
cación que la contratación por tiempo
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determinado supone, surgen tres cues-
tiones básicas: si el desarrollo de esos
contratos es o no propio de ciertos sec-
tores económicos, si afecta o no con
preferencia a determinados oficios y si
está o no centralizado alrededor de al-

. gunas cualificaciones, cuestiones respon-
didas de modo sumario en el trabajo y
a la vista de la realidad francesa.

PIERRE SAINT-JEVIN: Premier inventaire
des difficultés dinterprétation et d"ap-
pllcation de la loi relative au contrat
de travail á durée déterminée.

La inclusión de la normativa sobre
los contratos de duración determinada
en el Code ha levantado numerosos pro-
blemas interpretativos, alguno de los
cuales son abordados en el estudio:

a) En un primer grupo se tratan los
. denominados «internos» de la Ley de

1979, esto es, aquéllos que traen su
causa de aspectos interpretativos del tex-
to legal o de la propia realidad social;
respecto de la conclusión del contrato
se pormenorizan los requisitos formales
(documentación escrita y consecuencias
de su infracción, expresión del objeto
que tenga el contrato e indicación de
los términos en que podria producirse
su prórroga), así como las condiciones
de fondo o presupuestos sustantivos (si-
lenciados por el legislador); acerca de
la ejecución del contrato se centra la
atención sobre la posibilidad de que
exista un período de prueba (de dura-
ción máxima fijada y que no debiera
nunca exceder al término final inicial-
mente previsto) y en los derechos y de-
beres poseídos en comparación con los
titulares de un contrato de duración in-
definida; la continuación del vínculo la-
boral una vez expirado el término final
del contrato es examinada tanto con re-
ferencia al supuesto de que exista una
renovación como al de que aquél persis-
ta una vez expirado su término (des-

naturalizándose y convirtiéndose en un
contrato de duración indefinida, por fal-
ta de denuncia o por acuerdo de las
partes); en fin, se consideran también
las consecuencias jurídicas que compor-
ta la extinción del contrato, ya sea
«ante tempus» ya por la llegada de su
término final sin que se produzca la
prórroga.

b) En un segundo bloque se anali-
zan los problemas «externos» a la Ley,
estrechamente dependientes de las con-
diciones bajo las cuales se integra en
el Derecho del Trabajo, pues el legis-
lador ha creado un foco de conflictos
con las reglas y prácticas preexistentes
cuya amplitud probablemente no llegó
a prever:

— Así, se reflexiona sobre dos coli-
siones «históricas»: la aplicación tempo-
ral de la normativa (en particular, su
incidencia sobre los contratos de dura-
ción determinada celebrados con ante-
ridad a la promulgación de la ley) y la
valoración del contenido normativo a la
vista del derecho anterior (no se trata
de una «codificación» de la jurispru-
dencia precedente, pues contiene impor-
tantes innovaciones de sentido vario).

— La promulgación de esta Ley ha
ocasionado también la existencia de con-
flictos «positivos», esto es, concurren-
cia con otras normas destinadas a re-
gular las mismas situaciones, debiéndo-
se articular cuando así suceda.

— Pero también surgen conflictos «ne-
gativos» en los que no cabe postular la
aplicación de la normativa en cuestión
y tampoco se está ante un contrato de
duración indefinida: son casos que de-
ben resolverse a partir del concreto da-
to jurídico-positivo.

GÉRARD COUTURIER: Les nouveaux con-

trats de travail á durée déterminée.

El estudio toma como punto de par-
tida la distinción entre ' contratos de
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trabajo de duración determinada cuya
fecha de finalización se conoce con
exactitud («de fecha a fecha») y aque-
llos otros de los que se sabe tan sólo la
causa determinante de la extinción (pe-
ro no el momento exacto en que acae-
cerá), pese a lo que también son cali-
ficables como de duración determinada.
Esta última categoría constituye sólo
una relativa innovación en el ordena-
miento laboral, pues ya la jurispruden-
cia había admitido como contratos de
duración determinada los sujetos a un
término incierto (dies incer'tus).
' En un interesante análisis de la Ley
de 1979 se pone de manifiesto cómo, a
salvo los contratos «de temporada» (de
duración determinada) el resto se cali-
fica como de duración indefinida o no,
en función de la opción ejercitada por
el convenio colectivo o por el mismo
contrato, lo cual resulta criticable pues
con el pretexto de transferir a la auto-
nomía de las partes la determinación
del carácter que posea el vínculo, se
permite, una deformación de la realidad
al' tiempo que la desfiguración de las
categorías jurídicas.

Esa' nueva toma de posición por par :

te del legislador parece obedecer a dos
tendencias, al menos aparentemente, con-
tradictorias pues los contratos previs-
tos en el artículo 122.3 (generalmente
no de duración determinada) deben asi-
milarse a esta categoría y obedecer, por
consecuencia, al mismo régimen jurídi-
co, mientras que á tenor de una segun-
da directriz los nuevos contratos de du-
ración determinada, precisamente por
sus especificidades, han de venir so-
metidos a su específico régimen.

JEAN PELLISSIER: Le renouvellement

des contrats de travail a durée déter-
minée aprés la loidu 3 janvier 1979.

Dada la variedad de hipótesis bajo la
cual puede producirse la renovación de

los contratos de duración determinada,
no todos plantean idénticos problemas
para los trabajadores; para evitar los
abusos más llamativos surgió la conoci-
da doctrina jurisprudencial a cuya vir-
tud se protege al asalariado contra la
extinción del contrato en vigor y se le
beneficia con la aplicación de las reglas
del despido si llegado' el término de
una de las prórrogas el empresario afir-
ma que «no lo renueva»; la Ley en es-
tudio persigue consagrar y clarificar
ésa jurisprudencia al tiempo que ofre-
cer a la patronal la suficiente seguridad
dé' criterios como' para' incentivar el
empleo.'

Sin embargo, de su estudio pormeno-
rizado surge la conclusión de que esa
normativa no ha aportado una gran
precisión a la disciplina sobre la reno-
vación de los contratos dé duración
determinada, pues técnicamente es muy
imperfecta. Además, pese' a que esas
normas se' presentan como una medida
de lucha contra el paro, realmente en-
carnan un retroceso en las garantías
que hasta ese momento poseían quienes
concertaban sucesivos contratos de du-
ración determinada:' ni siquiera las con'i
diciones de trabajo son realmente me-
joradas.

GUY POULAIN: Réalité du terme ét vó-
lonté des parties dans les contrats de
travail á durée déterminée.

Un contrato que sea realmente de du-
ración determinada no puede extinguir-
se, en condiciones normales, antes de
que llegue el término previsto como
final: si los contratantes han contem-
plado la posibilidad de su ruptura an-
tes de la extinción por expiración del
plazo convenido, particularmente ' por
el ejercicio de su derecho de desisti-
miento unilateral, se seguirá como ló-
gica consecuencia un cambio en la na-
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turaleza del nexo laboral (pasando a
ser de duración-indefinida); sin embar-
go, ciertas cláusulas se limitan a prever
las consecuencias de una ruptura anti-
cipada, sin poner por ello en cuestión
la naturaleza temporal del vínculo. Des-
de tales premisas se analiza detallada-
mente tanto las cláusulas contractuales
(penales o resolutorias) que no tienen
influencia sobre el carácter temporal
del nexo cuanto las que comportan su
cambio de cualificación.

Si el'.contrató de duración' determi-
nada cesa naturalmente con la llegada
del término final, siendo esa extinción
una de las características esenciales de
esta modalidad contractual, no debe
ocultarse el hecho de que la continua-
ción de las relaciones laborales tiene
generalmente el efecto de operar la con-
versión del contrato temporal en otro
de duración indefinida. A este respecto
se estudian las cláusulas contractuales
qué prevén su eventual continuación y
que tienen por objeto o por consecuen-
cia el acabar con la eficacia del tér-
mino; se consideran también las situar
dones que pueden presentarse y que
difieren en razón del grado de proba-
bilidades de que prosiga el vinculó:
contratos que preven su reconducción
y cláusulas que con mayor o menor
ambigüedad entran en colisión con el
término.

ANDRÉ DUNES: La rupture anlicipée du
control de travail a durée determiné?.

. El ensayo analiza el régimen jurídi-
co . del tema en el ordenamiento fran-
cés partiendo de la exclusión recaída so-
bre el conjunto de la normativa aplica-
ble a los contratos de trabajo de dura-
ción indefinida. Se profundiza en el sen-
tido del principio general a cuyo tenor el

contrato de duración determinada no
puede extinguirse por. la voluntad unila-
teral y se consideran .sus quiebras o
atemperaciones (básicamente, supuestos
de fuerza mayor e incumplimientos con-
tractuales de carácter grave); en definiti-
va, subsisten importantes «islotes» sus-
tantivos que se regulan a tenor de las
normas aplicables a los contratos de
duración indefinida; otra línea evoluti-
va detectada, y sobre la cual se refle-
xiona, apunta hacia' la revitalización
que en la esfera laboral experimentan
las normas de derecho común,' fenóme-
no que no tiene porqué traducirse ne-
cesariamente en la adopción de postar
ras regresivas.

THIERRY BERANGER: Contrats de travail
á durée déterminée et indemnisation
du chómage.

• El estudio pretende analizar los pro-
blemas que los contratos de duración
determinada suscitan respecto del des-
empleo desde una doble perspectiva: la
incidencia de la ruptura o llegada del
término final sobre el derecho a las
prestaciones económicas correspondien-
tes a tal situación, y las consecuencias
de celebrar un contrato de aquella mo-
dalidad por parte de quien se encuen-
tra en desempleo.

Por consiguiente, en la primera parte
se analiza la generación del derecho al
subsidio por desempleo a partir de la
prestación de una actividad laboral a
virtud de nexos de duración determi-
nada (bien se pierda la ocupación por
expiración del término inicial, bien por
extinción antes de ello), mientras que
en la segunda sé atiende a los efectos
de la celebración de un contrato de du-
ración determinada por parte del des-
empleado.
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Núm. 11, noviembre 1980

LÉo HAMON: Le droit du travail dans
la jurisprudence du Conseil constitu-
tionnel.

El estudio pretende compendiar la
doctrina constitucional en materia socio-
laboral, particularmente atendiendo a
las relaciones existentes entre la • Carta
Magna y la Ley, partiendo de la idea
general según la cual la ordenación de
los problemas fundamentales pertenece
al legislador, en tanto que el desarrollo
al reglamento; sin embargo, no siempre
es nítida la delimitación de ambas es-
feras, por lo que se estudian los asun-
tos en que se han producido pronun-
ciamientos sobre el particular: estable-
cimiento de regímenes especiales 'de
seguridad social, delegación de funcio-
nes en organismos gestores de carácter
auxiliar, cuantía de las prestaciones
económicas, condiciones para obtener
una pensión de invalidez, distribución
de la cotización a la Seguridad Social,
determinación de los beneficiarios, etc.

Asimismo se destaca la importante ac-
titud del máximo organismo constitu-
cional en defensa del Preámbulo de la
Constitución y su contenido referente a
los derechos humanos, así como a los
valores que comporta la tradición re-
publicana. En este sentido, llega a afir-
marse que los principios constituciona-
les han adquirido, con referencia al
margen de maniobra que tiene el le-
gislador, una función similar a la que
asumía en la jurisprudencia anterior la
Ley respecto del Decreto.

A fin de abstraer las principales ten-
dencias jurisprudenciales, se analizan
sumariamente las decisiones recaídas en
materia de contratación laboral (así, la
posibilidad de emplear trabajadores jó-
venes sin que sean tenidos en cuenta a
efectos de la normativa sobre comités

de empresa), las referentes a la regula-
ción de la actividad profesional en sí
(competencia de los tribunales arbitra-
les, régimen salarial y prestación del
trabajo) o al derecho de huelga, extra-
yéndose conclusiones similares a éstas:

— En materia laboral el Tribunal
Constitucional confronta generalmente
los textos legislativos con los principios
de valor supralegal, a fin de hacer pre-
valecer los primeros.

— Se reconoce que ciertos valores
(derecho a la seguridad del trabajador,
a la ; participación y determinación co-
lectiva de las condiciones de trabajo, á
la no discriminación, a la huelga y al
salario) deben ser desarrollados por el
legislador, pero sin que pueda llegarse
a su desnaturalización (o sea, a desco-
nocer su «contenido esencial»).

— El poder de apreciación discrecio-
nal es particularmente notorio cuando
el Tribunal debe decidir sobre la coli-
sión de dos principios constitucionales.

DOMINIQUE TURPIN: Le droit de gréve
' face a un nouveau «principe de va-

leur constitutionnelle».

A partir de la decisión del Tribunal
Constitucional de 22-VII-1980 se pro-
fundiza en la afirmación de que el de-
recho de huelga debe conciliarse con
otro principio de valor constitucional
como es el de la protección de la salud
y de la seguridad tanto en las personas
como en los bienes:

— Así, cuando el Preámbulo de la
Constitución afirma que «el derecho de
huelga se ejercita en el marco de las
leyes que lo regulan», quiere decirse
que el constituyente ha querido resal-
tar cómo el derecho de huelga es un
principio de valor constitucional suje-
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to a ciertas limitaciones y ha habilita-
do al legislador para que las concrete,
llevando a cabo la necesaria concilia-
ción entre la defensa de los intereses
profesionales (para lo cual la huelga
representa un importante instrumento)
y la del interés general, que puede ver-
se atacado por un ejercicio abusivo de
la huelga.

— Además de reafirmar esa clásica
doctrina, la decisión estudiada añade la
consideración de que tratándose de la
tenencia y utilización de materias nu-
cleares el derecho de huelga no puede
impedir al legislador el establecimiento
de las limitaciones necesarias para ase-
gurar la protección de la salud de las
personas e integridad de las cosas, prin-
cipios, asimismo, de rango constitucio-
nal.

Sentadas tales bases se analiza con
mayor detenimiento el significado de la
Ley sobre protección y control de ma-
terias nucleares, cuya inicial constitu-
cionalidad deriva de que el legislador
no ha subdelegado en otras instancias
sus facultades de limitar el ejercicio del
derecho de huelga, sino que ha llevado
a cabo tal operación de modo claro y
conciso: ni la administración ni el em-
pleador han sido vocados a realizar tal
concreción, acometida por el propio
texto legal.

Esa primera impresión se confirma
con un examen del contenido normati-
vo, a resultas del cual se comprueba que
la norma cuestionada no aporta al even-
tual ejercicio del derecho de huelga
más que las restricciones necesarias pa-
ra la salvaguardia del interés general
protegido. Cuestión diversa es la de in-
vestigar sobre la oportunidad y utilidad
de la Ley, pues pudiera haber bastado
con la preexistente para asegurar la
protección de la salud y de la seguri-
dad de las personas sin afectar al de-
recho de huelga.

ROGER DE LESTANG: Rapport sur le con-
trole des élections professionnelles
dans rétablissement de la Société
Talbot á Poissy.

En este centro laboral las elecciones
han resultado particularmente agitadas
durante los últimos años, pues desde oc-
tubre de 1978 han sido anulados reite-
radamente sus resultados, tras sendas
impugnaciones presentadas por la CGT
en base a las presiones ejercidas sobre
los trabajadores por el sindicato profe-
sional CSL, tachado de «amariJlismo».
Finalmente se celebró una votación en
mayo de 1980 bajo la supervisión de
una comisión formada por indepen-
dientes, en cumplimiento del mandato
contenido en la sentencia judicial que
resolvió las impugnaciones.

La importancia del supuesto radica
en que es la primera vez que unos co-
micios profesionales han sido contro-
lados de este modo a fin de prevenir
irregularidades y evitar la contestación
de sus resultados; por ello se reproduce
íntegramente el informe remitido por
M. de Lestang como presidente de la
citada comisión, al tribunal de Poissy
una vez finalizada su tarea. En él se
reflexiona sobre la utilidad y las difi-
cultades que este tipo de fiscalización
comporta, extrayéndose conclusiones vá-
lidas para la organización de las elec-
ciones sindicales en general.

MICHEL MASSÉ: Vénervement de la ré-
pression en matiére dünfraction au
repos dominical.

El autor se pronuncia a favor de la
necesidad de una nueva legislación en
materia de descanso dominical, pese a
la actitud renuente de los poderes pú-
blicos sobre el particular:

— Por un lado, la vigente reglamen-
tación aparece como contradictoria, com-
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pleja y anticuada mientras que, por otro,
se recela de cualquier modificación a
la Ley de 1906 en la cual se concede
a los trabajadores el derecho al des-
canso semanal, una de las primeras
victorias sindicales de importancia, sin
reparar en el hecho de que esta nor-
ma (completada en 1923) ya no permite
imponer eficazmente el respeto al des-
canso dominical a sus propios destina-
tarios.

— Abstenerse de legislar en tales
condiciones comporta el que se deje a
los trabajadores en la creencia de que
se mantiene el principio del descanso
semanal, pero sabiendo que no se dis-
pone de los medios jurídicos necesarios
para imponerlo.

— A estos argumentos deben aña-
dirse los derivados de diversas senten-
cias del Tribunal Supremo (Sala de lo
Criminal) correspondientes a los años
1978-79, las cuales revocan otras én las
que se condenaba severamente la infrac-
ción de la referida normativa, contra-
diciendo precedentes posturas ante el
tema, de modo tal que a la agitación o
nerviosismo de algunos empleadores se
responde con un manifiesto reblandeci-
miento punitivo, con un enervamiento
de la represión, consecuencia directa de
las incertidumbres e incoherencias del
ordenamiento jurídico, tanto en su as-
pecto material cuanto en el de la re-
dacción de su normas, criticables des-
de la perspectiva penalista o procesa-
lista.

Al objeto de demostrar tales afirma-
ciones, el ensayo analiza la temática
concerniente al procedimiento penal en
sus aspectos de constatación de las in-
fracciones y protección de los derechos
del acusado a su defensa. Se distingue
luego entre las dos cuestiones de carác-
ter penal que se plantean generalmente
por parte de esta jurisprudencia: la
existencia de calificaciones múltiples (y
cuáles deben prevalecer) y la acumula-

ción de sanciones (y cómo debe operar
el número de trabajadores que infrin-
gen la prohibición o el de domingos
durante el cual se desconoce).

GUY POULAIN: La liberté de rupture en
période dessai.

Sabido es que la ruptura de un víncu-
lo obligacional de tracto sucesivo pue-
de fundarse en el juego de la teoría de
las obligaciones, revistiendo un carác-
ter «sancionador» o bien en la posibi-
lidad para las partes de desligarse libre-
mente de su nexo, adquiriendo enton-
ces un cariz «liberador», predicado este
último que reclama claramente la ex-
tinción del contrato de trabajo durante
él período de prueba. Pese a la aparen-
te sencillez de los principios que re-
gulan esta institución, la práctica y la
abundante jurisprudencia recaída sobre
el particular muestran la necesidad de
profundizar en algunas cuestiones a ella
concernientes.

Es corriente definir el período de
prueba afirmando que durante él la ex-
tinción del contrato tiene lugar sin que
medie indemnización y que no cabe ale-
gar por tal hecho ni el abuso de dere-
cho ni el desconocimiento de los pla-
zos de preaviso; pero un atento estu-
dio de la jurisprudencia muestra que la
noción de preaviso no es incompatible
con la de desistimiento durante el pe-
ríodo de prueba y que el concepto de
abuso de derecho puede llegar a apli-
carse de modo que la libertad de despi-
do encuentre sus límites naturales en la
finalidad del experimento.

En una segunda parte se investiga
sobre la naturaleza jurídica del pro-
pio período de prueba, cuestión prag-
máticamente brillada por la jurispru-
dencia y dejada en manos de la doctri-
na, siendo analizadas las principales
formulaciones sobre el particular y op-
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tándose a favor de que el desistimiento
durante el período de prueba sea con-
siderado simplemente como el ejercicio
por las partes de su derecho a la resci-
sión unilateral, que si es utilizado por
el empresario equivale a un despido
(bien que las garantías jurídicas anuda-
das a este acto no se apliquen por aten-
ción a la propia peculiaridad del pe-
ríodo de prueba), mientras que si lo
ejercita el trabajador se trata de una
dimisión justificada por la propia impli-
cación de su persona en la prestación
laboral.

Núm. 12, diciembre 1980

JEAN SAVATIER : Les effets, dans les rap-
ports entre le travailleur et Femplo-
yeur, de l'annulation dune autorisa-
tion administrative de licenciement
pour motifs économiques.

Nuevamente se estudia el tema rela-
tivo al despido de trabajadores con ba-
se en razones de índole económica y
mediante autorización administrativa del
órgano competente que posteriormente
es recurrida y anulada; en este caso, a
partir de la sentencia del TS 9-X-1980,
que es contrastada con la precedente
de 18-1-1980 para poner de relieve có-
mo el despido de un trabajador espe-
cialmente protegido es tachado de nuli-
dad radical en tales supuestos de modo
tal que el empresario viene obligado a
su readmisión forzosa, mientras que el
de un trabajador carente de tales privi-
legios sólo puede desembocar en la exi-
gencia de una indemnización por daños
y perjuicios.

Podría pensarse que la anulación de
una autorización para extinguir el con-
trato de trabajo por causas económicas,
crea una situación similar a la del des-
pido realizado sin disponer de aquélla
y que la indemnización debía tener la

misma cuantía, pero no es tal la opi-
nión de la resolución comentada. Se-
gún ésta, el trabajador no puede im-
pugnar ante los tribunales • las compro:

baciones o apreciaciones que el órgano
administrativo haya llevado a cabo y
tampoco cabe aplicar la previsión le-
gislativa respecto del empresario que
despide sin obtener previamente la auto-
rización; en todo caso, se deja abierta
la posibilidad de sancionar así el com-
portamieto patronal notoriamente frau-
dulento.

En una segunda parte del ensayo, que
se completa con la reproducción de las
sentencias comentadas, se pone de ma-
nifiesto cómo la Ley de 3 de enero de
1975 perseguía la mejora de la protec-
ción a los trabajadores amenazados por
un despido con base en causas econó-
micas, organizando un control preven-
tivo de los motivos, a cargo del orga-
nismo administrativo competente. Pro-
bablemente, el legislador no imaginaba
que este texto legal desembocaría en la
paralización del control judicial sobre
los despidos llevados a cabo por los
tribunales arbitrales al conocer de las
reclamaciones formuladas por los afec-
tados, pues a virtud de la norma refe-
rida si bien la resolución administrati-
va puede impedir o retrasar el despido,
también protege al empleador frente a
las acciones que, con anterioridad, po-
día ejercitar el trabajador.

YVES CHALARON: Pour un nouveau con-
cept penal de marchandage ou «fra-
fic de tnain doeuvrei>.

Desde hace más de ciento treinta años
el ordenamiento jurídico-laboral ma-
nifiesta con reiteración su propósito de
luchar contra el tráfico de mano de
obra al tiempo que la realidad muestra
cómo la «comodidad»» de emplear sin
ser empleador se practica abiertamente
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dada la inaplicación de la legislación
represora, cuya última pieza pertenece
al año 1973, en buena parte debido a
que sus previsiones quedan muy desfa-
sadas por referencia a unas prácticas
que han sabido «ponerse al día». Del
trabajo interino a la subcontratación,
pasando por las empresas de prestación
de servicios, las fórmulas de prestamis-
mo de trabajadores y de relación entre
varios empresarios proliferan y bor-
dean con frecuencia los limites de lo
prohibido.

Así, cuando aparece ese «desdobla-
miento» o superposición de la figura
del empresario ni siquiera se siente ya
la necesidad de justificar esa aparente
anomalía en razones de urgencia o ne-
cesidad coyunturales de modo tal que
las grandes empresas «desconcentran»
o exteriorizan buena parte de sus acti-
vidades (y de los correspondientes tra-
bajadores) hacia empresas filiales cuida-
dosamente independizadas de la matriz.
A ello, añádase el hecho de que el
monopolio público del mercado de tra-
bajo experimenta crecientes quebrantos
al concertarse buena parte del empleo
por canales diversos de los oficiales.

El ensayo intenta responder a la pre-
gunta de si en tal situación es posible
una actitud distinta de la resignación
ante la degradación experimentada por
el derecho social a causa de ciertos
subterfugios fácticos, y a la de si des-
pués de más de un siglo de ineficacia
es necesario confesar que el ordena-
miento jurídico se resigna a sobrelle-
var cierto «parasitismo empleador» sin
poner en práctica instrumentos jurídi-
cos suficientemente modernos. La con-
clusión apunta, en efecto) a que si lo
inaceptable permanece impune en la ac-
tualidad es porque no ha existido una
verdadera actualización de las normas,
obsoletas e insuficientes desde el mismo
instante de su promulgación.

Sobre tales coordenadas se lleva a

cabo una propuesta de lege ferenda,
consistente en considerar al tráfico de
mano de obra como delito «formal» (y
no «de resultado»), teniéndose por de-
lictiva tal conducta ab initio y admi-
tiéndose ciertas causas de exención».

BERNARD KRYNEN: Le droit des condi-
tions de travail: droit des traivalleurs
á la santé et a la sécurité?

El artículo es un alegato contra la
creencia de que la mejora de las con-
diciones laborales únicamente puede lle-
varse a cabo en épocas de prosperidad
y no en las de crisis, como es la actual,
pues el tema debe conectarse no con
la obtención de beneficios por parte de
la empresa, sino con la función atribui-
da a los trabajadores en el contexto
socioproductivo.

Realizada tal declaración de propó-
sitos, se razona acerca de la existencia
de un concepto de «condiciones de tra-
bajo» para reclamar, ante la indefini-
ción del ordenamiento, una acepción
amplia del mismo y postular su reforma
en beneficio de la salud y equilibrio
del trabajador (particularmente en ma-
teria de seguridad e higiene), al cual no
se le reconoce la posibilidad de modi-
ficar o impugnar la organización pro-
ductiva adoptada por el empresario, pues
en tal orden priman los principios del
derecho de propiedad; a través de la
jurisprudencia se recalca cómo el asala-
riado tan sólo dispone del derecho a
aceptar o rechazar las condiciones de
trabajo y a que se le reconozca que
la eventual extinción causal de su con-
trato se equipare a un despido impro-
cedente. Por último, sobre esas coorde-
nadas se sitúa el impacto de la nego-
ciación colectiva sobre las condiciones
de trabajo.

En la segunda y más extensa parte
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del ensayo se reflexiona sobre la apor-
tación que la legislación y la jurispru-
dencia han reab'zado últimamente a la
reglamentación de la higiene y segu-
ridad en el trabajo (en síntesis, conce-
der una más amplia protección en ma-
teria de riesgos profesionales y renovar
los principios inspiradores de la acti-
vidad preventiva en las empresas) y a
la de su organización, entendida ésta
como cuantos elementos relacionan a
los trabajadores entre sí o con los me-
dios de producción (denunciando cómo
al margen del SMI la legislación no se
ha ocupado en demasía sobre el pro-
blema de la limitación del tiempo de
trabajo, permitiéndose diversos atenta-
dos contra la salud o seguridad de los
trabajadores en modalidades como el
trabajo nocturno, destajos, trabajo a do-
micilio, trabajadoras, empleos atípicos,
etc.).

Por último, y a modo de propuesta-
conclusión se sostiene que para hacer
surgir un derecho a la mejora real de
las condiciones de trabajo debe crearse
en las empresas los medios que !a po-
sibiliten, proporcionando a los trabaja-
dores cotas aceptables de participación,
reforzando los poderes de sus repre-
sentantes, fomentando las condiciones
para que se produzca una verdadera
negociación colectiva sobre el particu-
lar y garantizando la independencia del
médico de empresa.

ALAIN RAMIN: Exercice du droit de gré-
ve et responsabilité civile.

Tras constatar la rareza del recurso
a la exigencia de responsabilidad civil
a los huelguistas por parte de las em-
presas, aun cuando fuere jurídicamente
procedente, se reflexiona sobre algunos
principios de la responsabilidad civil de-
rivada del ejercicio del derecho de huel-

ga: los límites jurisprudenciales al re-
conocimiento constitucional de su ejer-
cicio (comisión de delitos o faltas, co-
lisión con otros derechos constituciona-
les o modalidades abusivas) y la natu-
raleza jurídica que posea la responsa-
bilidad civil derivable de la huelga (ex-
tracontractual, dado que el nexo está
suspendido), correspondiendo al deman-
dante la difícil tarea de demostrar el
perjuicio sufrido.

A fin de evitar la prolongación del
conflicto, los empleadores rara vez sue-
len exigir a los sindicatos o a los huel-
guistas que. afronten la responsabilidad
inherente a una huelga ilegal y zanjan
el asunto en el acuerdo mediante el
que, por lo general, se le pone fin; las
posiciones favorables a limitar la res-
ponsabilidad de los sindicatos o incluso-
excluirla, así como las opuestas, son
también sumariamente analizadas y cri-
ticadas desde la óptica jurídica. Prag-
máticamente se señala cómo a partir del
momento en que la organización sindi-
cal, ente colectivo sujeto al cumplimien-
to de las leyes, no es relevada de sus
obligaciones por norma alguna, no hay
más remedio que sostener que el sindi-
cato compromete su responsabilidad
cuando interviene en una huelga abu-
siva.

También se analiza la jurisprudencia
recaída sobre el tema favorable a la
admisión de la responsabilidad del huel-
guista o de la organización sindical (con
frecuencia de modo conjunto y solida-
rio), pudiéndose distinguir tres corrien-
tes principales:

a) Condena de los infractores a una
reparación no tanto en el terreno econó-
mico cuanto en el de los principios
(paradigmática y generalmente, el sim-
bólico pago de un franco), muy a me-
nudo a solicitud de la propia empresa.

b) Reclamación del reembolso com-
pleto de todos los daños sufridos por
la empresa, en base a la idea de que
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todo poder debe ser ejercido con res-
ponsabilidad.

c) En fin, diversas sentencias se han
pronunciado sobre reclamaciones de los
trabajadores impedidos de prestar su ac-
tividad por la actitud de los huelguistas,
siendo crucial para la decisión a adop-
tar el que esa imposibilidad derive del
normal ejercicio del derecho de huelga
o de obstaculizar el libre acceso al tra-
bajo.

JEAN SAVATIER: La responsabilité civile
des syndicats á l'occasion de gréves.

Se trata de un breve comentario so-
bre la base de dos decisiones judiciales
(reproducidas como anexo documental)
sobre el tema, en las que se sienta un
doble principio:

a) La primera condición o requisito
para que el sindicato deba afrontar la
responsabilidad civil es que haya des-
arrollado una actividad ilícita, esto es,
que los hechos indemnizables deben te-
ner un origen ilegal y ser imputables al
sindicato infractor, en el bien entendido
de que si los huelguistas cometen una
falta de carácter prioritariamente con-
tractual-laboral no debe trasladarse la
responsabilidad al sindicato, máxime si
se tiene en cuenta que la titularidad
del derecho no corresponde al mismo,
sino a los trabajadores.

b) En segundo término, ha de pro-
barse que la actividad del sindicato es
la causa del perjuicio experimentado;
por supuesto, se descartan los casos en
que el daño provenga de una huelga
lícita, pues claro es que, por definición,
toda actuación de este tipo tiende a da-
ñar a la empresa; de ahí la necesidad
de diferenciar entre este supuesto y el
de perjuicios procedentes de conductas
sindicales ilegales.

YVES SAINT-JOURS: Les difiérenles si-

tualions juridiques des travailleurs em-
ployés dans les secteurs public et
privé.

En primer lugar se traza un esquema
sobre la situación jurídica de los tra-
bajadores ocupados por el sector públi-
co como funcionarios, con particular
atención a las cuatro bases sobre las
que reposan sus diversos estatutos: per-
manencia en el empleo, desarrollo de
una carrera, garantías disciplinarias y
concesión de ventajas sociales. Esos ca-
racteres aparecen como muy gravosos
para la Administración Pública, la cual
intenta, ya que no suprimirlos, sí limi-
tar su alcance a través de una vía obli-
cua como es el corrimiento fáctico de
las categorías (de modo que frecuente-
mente se asumen las funciones de cate-
gorías superiores a la propia) y la mar-
ginalización de los agentes públicos (apa-
rición de diversas figuras: contratados,
sustitutos, colaboradores, interinos, etc.).

En segundo término se contempla la
situación de los empleados en empresas
del sector público, a los cuales se les
aplica la legislación laboral cuando ejer-
cen su actividad en concurrencia con las
privadas, en tanto que suelen poseer
un régimen estatutario si operan en ca-
lidad de monopolio, planteándose en
ambos supuestos problemas específicos
a partir de la concurrencia de normas
públicas con privadas.

Por fin, se trae a colación, compara-
tiva y contrastadamente, la situación de
los trabajadores de empresas privadas,
cuya protección se ha centrado tradi-
cionalmente en el tema del despido, la
seguridad e higiene y la representación
del personal en la empresa; pero si
tales rasgos se corresponden bien con
los momentos de expansión económica,
la crisis ha motivado la puesta en cues-
tión de tales principios:

— Así, se ha «desestabilizado» el con-
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trato de trabajo, aumentándose la
utilización de los de duración de-
terminada (exentos de las limita-
ciones sobre causalidad, preaviso
e indemnización, al tiempo que
pueden servir para seleccionar al
personal fijo en el futuro), de in-
terinidad y similares.
Pero junto a la división funcional
de los trabajadores en la empresa

existe otra de sus regímenes jurí-
dicos, fragmentados por mor de la
diferencia temporal de los contra-
tos, o incluso la pertenencia a em-
presas diferentes, de modo tal que
puede hablarse justificadamente del
«éclatement de la collectivité de
travail».

Antonio-Vicente Sempere Navarro

ITALIA

RIVISTA ITALIANA
DI PREVIDEÑZA SOCIALE

Núm. 5, septiembre-octubre 1978

MARIO ALBERTO COPPINI: / / discorso

sui principi. .

El sistema de seguridad social se ha
desarrollado en forma tal, que en los
países de la Comunidad Económica Eu-
ropea absorbe ya del 20 al 28 por 100
del producto interno bruto; y la ten-
dencia es de un progresivo aumento.
Sin embargo, existe insatisfacción: todos
los sistemas de previdencia social de los
países desarrollados han perdido, en
gran parte, a través de su evolución, las
connotaciones originales de justicia so-
cial que han representado el signo dis-
tintivo de las primeras leyes en la ma-
teria y de las reformas merecedoras de
tal nombre (así, el Código de Bismarck
o el plan Beveridge); pero en nuestro
tiempo, los ordenamientos concretos es-
tán lejos de esos esquemas, habiendo
influido en ellos negativamente la ex-
pansión desordenada de la tutela, la
presión de las diversas categorías, la
interferencia de la política económica,

las sucesivas crisis y las consiguientes
devaluaciones monetarias, además de
causas menores distintas según el país.
El resultado ha sido que en muchos
aspectos la seguridad social ha deve-
nido fuente de injusticia;-de los dos
objetivos fundamentales, la tutela con-
tra los principales riesgos de la vida,
y la.adquisición de un consenso en or-
den a los principios que regulen la vida
social, el segundo ha venido a menos
con grave daño para el mismo sistema
democrático. Esto es así porque la se-
guridad social, actuando la tutela con
justicia, concurre a la estabilidad polí-
tica; los objetivos sociales son, pues,
prioritarios respecto a aquellos de la
política económica.

Las prestaciones son el lado de la
Seguridad Social por el que se realiza
de forma inmediata la comparación en-
tre las propias situaciones de tutela y las
de otros. A este respecto los principios
generales que valen para todas las pres-
taciones son dos: 1) El principio de
equidad o de la justicia comparativa
que debe asegurar la paridad de situa-
ciones de riesgo y de necesidad (esto
no significa que no se puedan hacer
distinciones entre categorías), según la
cual: a) se dé a todos la tutela o a
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ninguno, y b) si la tutela viene dada,
el nivel de beneficios sea igual para
todos los beneficiarios. 2) El principio
de congruencia, o de respuesta adecua-
da a las exigencias de tutela. En base
al cual se requiere que la Seguridad
Social no dé prestaciones irrisorias y
que no correspondan a las exigencias
que se quieren tutelar. Así, en primer
lugar la congruencia debe ser encuadra-
da en el ámbito de las condiciones eco-
nómicas generales del país y del pe-
ríodo en que los beneficios son debidos,
debiendo referirse también a la cate-
goría de la persona tutelada, a su ca-
rrera salarial y a la zona de residencia.
En segundo lugar, del principio en cues-
tión derivan tres corolarios: a) No de-
be haber prestaciones inferiores a un
mínimo, b) Las prestaciones que estén
conectadas a la vida del trabajador de-
ben comprender, además de aquella
parte que se refiere al mínimo, también
otra parte que tenga en cuenta las ren-
tas precedentes; y c) Todas las pres-
taciones deben ser adecuadas en el tiem-
po con criterio uniforme, que tengan en
cuenta al menos las variaciones del po-'
der de compra de la moneda y si es
posible también el- incremento en tér-
minos reales de las rentas medias indi-
viduales.

En cuanto al financiamiento está ba-
sado casi exclusivamente sobre tres fuen-
tes: las contribuciones de los empresa-
rios, la de los trabajadores dependientes
o autónomos y el concurso del Estado;
es conocido que la financiación tiene
reflejos económicos importantes y que
por ello es objeto de continuas discu-
siones y de frecuentes cambios que á
menudo chocan con criterios de equidad.
Cuando se verifica una modificación en
las contribuciones, sea en la de los em-
presarios o en la de los trabajadores,
se manifiestan reacciones en los precios,
en los salarios, en el consumo, en la
ocupación... que pueden incidir de di-

verso modo sobre los beneficios de las
empresas o sobre las rentas del traba-
jador; es, sin embargo, bastante difícil
hacer previsiones o medir la incidencia
efectiva. Establecida una situación de
equilibrio se puede afirmar que las con-
tribuciones de los empresarios deben
ser consideradas como una componente
del costo del trabajo y, por consiguien-
te, del costo de fabricación. De otra
parte, tales contribuciones y la de los
trabajadores pueden ser consideradas
como parte del salario, porque en una
situación de equilibrio y de hipotética
abolición de la Seguridad Social el sa-
lario aumentaría de manera equivalente.

Parecería oportuno que sobre todo el
concurso del Estado cubra al menos
una parte apreciable de las prestaciones
destinadas a todos los ciudadanos (sin
embargo, no parece justificada la parti-
cipación del Estado en aquellos trata-
mientos providenciales que superan un
determinado nivel en función de las
elevadas retribuciones, sea por razones
de orden psicológico conectadas a la
formación de una conciencia previden-
cial por parte de los beneficiarios, sea
por motivos de equidad). En cuanto a
las contribuciones de los empresarios
son posibles dos puntos de vista en
cuanto a los criterios que deben ser esta-
blecidos para repartir de la mejor ma-
nera posible la carga financiera entre
las empresas: a) la óptica de mercado,
y b) la óptica ocupacional. En todo
este tema no está de más recordar, en
definitiva, la subordinación de la poli--
tica económica a los objetivos sociales,
aunque aquélla está determinada por
factores importantes como la exigencia
de reducir los costos de producción en-
vista de la concurrencia internacional
y que incluso ambas políticas (la eco-
nómica y la social) van muy unidas, ya
que la reducción de las contribuciones
a las empresas puede redundar en be-
neficio del empleo.
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VINCENZO AMENDOLA: Gli assegni fami-
• liari: crisi dell'istituto e linee di una

riforma.

En el sistema de las ayudas familia-
res el derecho a la prestación viene re-
conocido, en base a la legislación na-
cional, a los trabajadores dependientes
ocupados, desocupados o ausentes del
trabajo (por accidente, enfermedad, sus-
pensión o reducción de la actividad) en
favor del cónyuge, hijos, equiparados a
los hijos (hermanos, hermanas, sobri-
nos, hijos naturales legalmente recono-
cidos, adoptados o dados en custodia)
y progenitores (comprendidos el padas-
tro, la madrasta, los adoptantes y los
tutores). El derecho se reconoce también
para los trabajadores pensionados, para
el cónyuge, hijos y equiparados, al igual
que asimismo se reconoce para los tra-
bajadores autónomos (cultivadores di-
rectos, aparceros y colonos) en favor de
hijos y equiparados, aunque en este úl-
timo caso la ayuda está determinada en
cuantía anual (95.000 liras), mientras
que para los trabajadores dependientes
la prestación es semanal (2.280 liras se-
manales para el cónyuge o cada uno
de los hijos y 540 liras también a la
semana para cada uno de los progeni-
tores).

Las prestaciones vienen satisfechas por
la Caja Única que se financia casi ex-
clusivamente por las contribuciones obli-
gatorias de los empresarios.

Configurada así brevemente la estruc-
tura de las ayudas familiares, se impo-
ne una primera consideración de ca-
rácter económico-financiero y es que
las ayudas están sujetas a una reduc-
ción de su valor tanto en términos ab-
solutos por efecto del aumento de los
precios, como en términos relativos a
causa del aumento de los salarios rea-
les, lo que distancia esta institución de
la realidad económica y social del país.

Un examen crítico del instituto no

puede conducir más que a una valora-
ción negativa acerca de la funcionali-
dad y actualidad de la institución mis-
ma, basado en las observaciones siguien-
tes: a) El proceso redistributivo de las
ayudas familiares —característico de un
esquema de tipo previdencial— opera
limitadamente y de modo anómalo y
negativo; sólo en los núcleos familiares
con una prole numerosa opera positiva-
vamente en este sentido, b) Mientras
que las contribuciones son calculadas
porcentualmente al salario, las ayudas
familiares continuamente se están des-
valorizando en relación a los precios y
salarios, c) De un lado, la amplitud de
la gama de las personas a cargo por
las que pueden ser reclamadas las ayu-
das (incluso para los que no han cons-
tituido un núcleo familiar), y de otro,
la prevalente relevancia de los efectos
de las ayudas mismas en el ámbito de
situaciones de desequilibrio retributivo
sectorial y territorial, hacen al instituto
en examen partícipe de una función sa-
larial, d) El interés en la tutela de la
institución familiar (arts. 29, 30 y 31
de la Constitución) está centrado en
que vengan suministrados a los traba-
jadores medios adecuados a las exigen-
cias de vida en presencia de una situa-
ción de necesidad como la originada
por la carga familiar (art. 38 de la
Constitución).

No puede negarse que la concepción
familiar recibida del Código de 1942 y
fundada en los principios de la patria
potestad y de la potestad marital haya
influido de modo determinante sobre
la estructura normativa de la institu-
ción de las ayudas familiares; instituto
que en el sistema vigente del texto úni-
co, aprobado por D. P. R. de 30 de ma-
yo de 1955, núm. 797, a los fines de
reconocimiento del derecho, hace espe-
cial referencia a las figuras del «jefe de
familia» y de la «carga». Así, las mo-
dificaciones operadas por la Ley de 19
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de mayo de 1975, núm. 151, sobre la
reforma del derecho de familia ha traí-
do consigo un neto distanciamiento entre
el actual sistema normativo de las ayu-
das y la realidad familiar ( a pesar de
que una reciente normativa ha tratado
de resolver la discriminación en razón
de sexo en el sentido de reconocer el
derecho a la ayuda familiar a ambos
progenitores y entre ellos mismos). La
reforma debería ir no en el camino de
un salario familiar, sino en tutelar si-
tuaciones familiares de particular nece-
sidad (número de hijos, condiciones eco-
nómicas o de trabajo de los cónyuges...);
obtetivo directo de esta tutela sería, pues,
no la condición de necesidad del tra-
bajador, sino el interés familiar que de
tal condición resulta comprometido. La

nueva institución podría operar tanto
a través de prestaciones económicas co-
mo a través de servicios de utilidad
general; prestaciones económicas deter-
minadas en relación al número de hijos
y reconocidas a los núcleos familiares
con número de hijos superiores al me-
dio, y servicios gratuitos o con precios
moderados según disponibilidades fami-
liares.

En la lógica de la reforma no habría
espacio para las prestaciones familiares
actualmente previstas para el cónyuge
y los progenitores del trabajador o del
pensionado.

Por último, la financiación debería
ser fiscal principalmente.

José Miguel Martínez Jiménez
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